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Guatemala – Sipakapa

La consulta 
comunitaria: 

Estrategia de lucha 
contra el atropello y 

la imposición

Comisión Pastoral Paz y 
Ecología – COPAE,  

Diócesis de San Marcos

La Comisión Pastoral Paz y Ecología (CO-
PAE), de la Diócesis de San Marcos, Guate-
mala, se propone recoger, en el presente 
documento, la experiencia de la Consulta 
Comunitaria, realizada por el pueblo Maya-
Sipakapense, el 18 de junio de 2005, como 
parte de su estrategia de resistencia a la po-
lítica impositiva llevada a cabo por el Estado 
guatemalteco.

A pesar de que Guatemala es un país muy 
rico por su multiculturalidad, diversidad bio-
lógica, climas, fertilidad de sus suelos, capa-
cidad productiva, entre muchos otros aspec-
tos, sigue siendo uno de los países con las 
mayores desigualdades del continente, las 
cuales se expresan en sus índices escanda-
losos de pobreza y pobreza extrema en la 
que vive gran parte de su población.  Entre 
las principales causas estructurales, que ori-
ginan esta situación, podemos mencionar: la 
concentración de la tierra en pocas manos, 
la falta de políticas públicas que promuevan 
el desarrollo en las áreas rurales del país, 
la corrupción generalizada, y el racismo, la 
discriminación y la exclusión a la que his-
tóricamente ha sido sometida la población 
indígena.

Estas circunstancias, y muchas otras, die-
ron paso a un conflicto armado interno que 
duró más de 36 años, y que costó la vida de 
más de 250.000 personas, en su mayoría in-
dígenas guatemaltecos.  En 1996, con la fir-
ma de los Acuerdos de Paz, el país entró en 
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un nuevo período democrático, que lamen-
tablemente se ha quedado en meros forma-
lismos, impidiendo la construcción de una 
auténtica democracia que provenga desde 
abajo y que permita, precisamente, hacer los 
cambios en aquellos aspectos que motiva-
ron el conflicto armado interno.

En ese mismo año, el gobierno de Guate-
mala, complaciente con las transnacionales 
mineras, promovió las reformas a la Ley de 
Minería, con la excusa de atraer la inversión 
extranjera al país.  A partir de esa fecha, los 
sucesivos gobiernos guatemaltecos, lejos 
de promover las necesarias acciones de re-
conciliación en la etapa post-conflicto, han 
provocado mayor malestar en la población, 
sobre todo en el área rural, que es donde se 
asientan los pueblos indígenas.

San Marcos es uno de los Departamentos 
donde la situación de pobreza es más pal-
pable, sobre todo en la región del Altiplano, 
en la que se encuentran los pueblos mayas 
Mam y Sipakapense.  Precisamente, en esta 
región, desde el año 2001, se viene desarro-
llando un nuevo foco de conflicto a causa de 
la explotación minera de metales, promovida 
por el Ministerio de Energía y Minas (MEM), 
el cual ha otorgado licencias de explotación 
a favor de las transnacionales, a través de 
sus subsidiarias nacionales.

En el año 2003, se otorgó una licencia de 
explotación a la empresa transnacional cana-
diense Glamis Gold Ltd., dicha empresa fue 

comprada a finales de 2006 por Goldcorp 
Inc., otra transnacional canadiense, violando 
las leyes nacionales y acuerdos internacio-
nales.  Esta situación incrementó mucho más 
el descontento de las comunidades de los 
pueblos indígenas, que vieron negados de 
este modo sus derechos individuales y co-
lectivos.

Por esta razón, el pueblo Maya-Sipaka-
pense, haciendo uso de su derecho con-
suetudinario indígena y del derecho formal 
reconocido por la Constitución guatemal-
teca, se organizó y llevó a cabo la Consulta 
Comunitaria de Buena Fe, con el objeto de 
exigir al Estado, a los organismos multilate-
rales, como el Banco Mundial, y a las mismas 
transnacionales mineras, el respeto a su au-
todeterminación como pueblo.

La Consulta Comunitaria se ha convertido 
en un hecho histórico por varias razones: es 
la primera vez, por ejemplo, que un pueblo 
indígena rechaza un proyecto minero finan-
ciado por el Banco Mundial en Guatemala; 
por primera vez, también, un pueblo indíge-
na no acepta la imposición del Estado para 
que una industria extractiva opere en su terri-
torio.  Además, cabe resaltar, que la Consulta 
Comunitaria, desde el ejercicio realizado por 
los y las sipakapenses, se ha convertido en 
una herramienta que hasta la fecha ha sido 
utilizada por 20 municipios más de los de-
partamentos guatemaltecos de San Marcos, 
Huehuetenango, Quiché y Zacapa, para de-
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fender la vida pasada, presente y futura de 
los pueblos indígenas del país.

Por todo esto, el aporte histórico de la 
Consulta Comunitaria va mucho más allá del 
reconocimiento o no a la creación de juris-
prudencia entre los pueblos indígenas, pues 
se ha constituido en un ejemplo de resisten-
cia y lucha por construir un mundo más hu-
mano y solidario para todos.

Una historia que rescatar:  
el origen de Sipakapa

El Pueblo sipakapense forma parte de los 
pueblos mesoamericanos de ascendencia 
maya, con características sociales, políticas 
y religiosas independientes.  Los pobladores 
de las tierras del municipio del mismo nom-
bre se remontan a la época prehispánica.  
Este pueblo dio origen a la leyenda de los 
hombres llamados Nawalones, con poderes 
sobrenaturales, a los que se les permitía co-
municarse con los elementos de la natura-
leza.  Según los maya hablantes, el origen 
de Sipakapa se inició con los Nawalones que 
fueron creados en el k’iche’ por Tz’qol y B’itol 
–creadores y formadores de todo lo que 
existe en el cielo y en la tierra–, para luego 
emprender su viaje, siguiendo la trayectoria 
del sol, hasta llegar a la tierra de Sipaktli.

No se conocen exactamente las razones 
que motivaron a los sipakapenses a sepa-
rarse del Reino k’iche’, aunque se manejan 

algunas hipótesis; una de ellas explica la se-
paración como resultado de las disputas por 
tierras entre pueblos vecinos; otra afirma, en 
cambio, que como parte de una estrategia 
de avanzada militar del imperio K’iche’, se 
produjo esta división; incluso, se ha llega-
do a pensar que la separación del pueblo 
sipakapense respondió al simple deseo de 
buscar nuevos horizontes.  Pero lo que sí se 
sabe es que los sipakapenses con el tiempo 
desarrollaron características muy diferentes 
a otros pueblos parientes, incluyendo su 
propia lengua, costumbres, formas de pen-
sar y vivir su espiritualidad.  Es bien cono-
cido que las personas nativas de Sipakapa 
son de carácter fuerte y dominante, y que 
sienten mucho orgullo de su origen.  Este es 
el motivo por el cual se dice que, cuando los 
sipakapenses toman una decisión, por más 
descabellada que sea, no dan marcha atrás, 
sin importarles las consecuencias y el costo 
que ello represente.

A pocos metros de la línea que divide a 
Sipakapa con el municipio de Malacatan-
cito, Departamento de Huehuetenango, se 
encuentra una piedra que se asemeja a la 
cabeza de un lagarto.  Esta es la razón por la 
que aquel lugar se denominó Sipaktlipan, 
en idioma maya “tierra de lagarto”.  El Si-
paktli, vocablo nahualt que significa “piedra 
de lagarto”, es el lugar donde se asentaron 
los primeros pobladores que decidieron 
abandonar el Reino K’iche’, que luego con-
sagraron al monte Samakoom como el lugar 
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sagrado de los hombres nuevos que pobla-
ron ese lado de la rivera del río grande (Río 
Cuilco).

El Ojor Na’tb’al rwoch Qtinmit, la memoria 
oral de los sipakapenses, nos recuerda que 
este pueblo, en la época de la conquista, no 
quería el contacto con los ladinos.  De tal 
modo que, cuando se supo la noticia de la 
llegada de los españoles, tomaron la deter-
minación de amurallar su territorio con el 
objetivo de defender sus tierras.  En la ac-
tualidad se puede apreciar restos de esta 
muralla, desde el barranco de los difuntos 
hasta en algunas peñas, cerca del pie de la 
cuesta, más o menos a cinco kilómetros de 
lo que se conoce ahora como las tapias.  Se 
cree que lograron repeler la invasión espa-
ñola, que tan solo pudo llegar hasta los Ca-
noj y Quequesiguan, poblaciones ubicadas 
al otro lado del rió.

En los tiempos del general Jorge Ubico, 
en 1938, el territorio se anexó, por la fuer-
za, al municipio de Tejutla.  Sin embargo, la 
resistencia a esta decisión obligó al General 
Ubico a dividir el municipio en tres: San Mi-
guel Ixtahuacán, Comitancillo y Tejutla.

Finalmente, el 11 de octubre de 1825, 
los sipakapenses logran su reconocimiento 
como municipio independiente, dando lu-
gar desde esa fecha a Sipakapa, a raíz de la 
nueva constitución política del Estado.  Unos 
años antes, en 1816, a petición de los habi-
tantes de la comunidad, sus tierras fueron 

reconocidas con sus títulos de propiedad 
respectivos, y luego, a pesar de serios obs-
táculos, estos títulos fueron ratificados el 4 
de diciembre de 1945 y se mantienen hasta 
la fecha.

El municipio de Sipakapa está conforma-
do, aproximadamente, en un 88 por ciento 
por población de origen maya, y en un 12 
por ciento por población de origen ladino.  
En la actualidad, se hablan dos idiomas en 
este municipio: el sipakapense y el español, 
aunque predomina el uso del idioma indíge-
na.  El Decreto 65-90 de la Ley de la Academia 
de las Lenguas Mayas de Guatemala recono-
ce oficialmente al idioma maya sipakapense 
como idioma originario de Guatemala.  Lo 
curioso es que, a pesar de que está rodeado 
del idioma mam, el maya sipakapense man-
tiene su pureza lingüística.  También el alfa-
beto para escribir el idioma está reconocido 
legalmente a través de un Acuerdo Guber-
nativo.  Es así como Sipakapa, aparte de ser 
un municipio, es una comunidad lingüística 
y cultural Maya de Guatemala.

Discriminación y racismo histórico: 
desde la colonia hasta nuestros días

El Estado de Guatemala, históricamente, 
siempre ha estado controlado por gobier-
nos que representan a la clase económica 
y política dominante del país.  No es sino 
hasta el año 1985 que se inició un proce-
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so de democratización y descentralización, 
aunque siempre orientado a favorecer en 
lo económico a las transnacionales y a las 
grandes empresas nacionales.

Más tarde, a partir de diciembre de 1996, 
el gobierno de Guatemala y la Unidad Re-
volucionaria Nacional Guatemalteca (URNG) 
firmaron los Acuerdos de Paz, en los que 
tanto los organismos nacionales como inter-
nacionales contribuyeron con su esfuerzo y 
compromiso a alcanzar una paz firme y du-
radera, que la sociedad guatemalteca tanto 
había anhelado durante los 36 años de con-
flicto armado.

Sólo a partir de entonces, tanto en el pla-
no político, económico y cultural, se empezó 
a reconocer a Guatemala como un país mul-
tiétnico, pluricultural y multilingüe; recono-
cimiento que ha formado parte fundamental 
de la estrategia para consolidar y garantizar 
el cumplimiento de los acuerdos estableci-
dos en el proceso de paz.

Sin embargo, varias circunstancias han im-
pedido que estos logros y compromisos de 
los Acuerdos de Paz se cumplan cabalmente; 
especialmente, en el caso de aquellos que 
se establecieron en el Acuerdo de Identidad 
y Derecho de los Pueblos Indígenas; moti-
vo más que suficiente para pensar en una 
revisión del cronograma que permita, en la 
práctica, que estos derechos sean finalmen-
te respetados.

Es conocido por todos que otro de los fac-
tores por los cuales no se ha podido avan-
zar en este tema es el “Racismo Histórico” 
que ha promovido el mismo Estado y cuyas 
raíces podemos encontrarlas en la época de 
colonización, a través de la esclavización de 
los pueblos indígenas.  A partir de entonces, 
se desconoce el derecho legítimo que tie-
nen estos pueblos milenarios a controlar los 
territorios ancestrales.  En la actualidad, el 
Estado guatemalteco ha ignorado este de-
recho con el pretexto de que por encima de 
estas particularidades se encuentra el inte-
rés nacional.

Esta discriminación bien podría ser iden-
tificada, sin exagerar, como una práctica de 
etnocidio, que ha sumido a nuestros pueblos 
en una dinámica de excesiva violencia, y que 
ha amenazado incluso la supervivencia de 
los pueblos indígenas, tanto en sus formas 
organizativas como en su cosmovisión.

Asimismo, la globalización como factor 
económico, de manera descarada, y gracias 
a la institucionalización de sus demandas 
dentro del país, ha puesto nuevamente en 
evidencia el racismo y la discriminación con-
tra los pueblos indígenas, que en la actuali-
dad son víctimas de megaproyectos y otros 
proyectos de desarrollo de los que son ex-
cluidos ampliamente.

Estas prácticas excluyentes han existido 
durante siglos y han promovido siempre 
la expropiación, confiscación, usurpación y 
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control de las tierras ancestrales y otros re-
cursos que permanecen en el suelo y sub-
suelo, generando grandes desplazamientos 
humanos, conflictos por tierra, y mayores 
brechas entre ricos y pobres.

Entre otras consecuencias del racismo y 
la discriminación histórica, podemos men-
cionar la desvalorización de las prácticas 
culturales y de las formas de organización 
comunitaria, además de la usurpación del 
patrimonio cultural, natural e intelectual con 
fines farmacológicos, y de la apropiación de 
los códigos genéticos humanos, animales y 
vegetales, tan diversos en estos territorios.

Por otro lado, la imposición y generaliza-
ción del sistema jurídico occidental hege-
mónico, desconocen y anulan los sistemas 
jurídicos consuetudinarios, propios de los 
pueblos indígenas de la región.

La falta de participación equita-
tiva de los pueblos indígenas en la 
toma de decisiones sobre las polí-
ticas públicas, su aplicación y de-
sarrollo, constituye otro aspecto de 
esta discriminación.

La falta de acceso a los servicios 
básicos de salud, educación y vi-
vienda, es también una manifesta-
ción palpable de estos procesos de 
exclusión históricos que han sufri-
do los pueblos indígenas en Gua-
temala.

Han existido también otras formas suti-
les de discriminación; por ejemplo, aquella 
promovida por el Estado cuando folcloriza 
la vida y las expresiones culturales de los 
pueblos indígenas con fines económicos y 
políticos.

En síntesis, como podemos ver, estos 
mecanismos de exclusión y discriminación 
históricos responden, en muchos casos, a 
la institucionalización de prácticas racistas 
que promueve el Estado, sobre la base de 
una supuesta superioridad de unas cultu-
ras sobre otras, poniendo en riesgo, de este 
modo, la supervivencia de la identidad y la 
existencia misma de los pueblos indígenas 
en Guatemala.

Mapa del Municipio de Sipakapa 
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La minería en Guatemala 

En 1997, el gobierno de turno empezó a 
crear las condiciones para que las empresas 
trasnacionales invirtieran en proyectos de 
explotación minera.  Entre las condiciones 
más atractivas que se ofrecieron a las in-
dustrias, podemos mencionar: la entrega de 
grandes depósitos de minerales, que se en-
cuentran en el país, bajo un régimen finan-
ciero muy favorable para las empresas1; re-
gulaciones ambientales inexistentes o poco 
estrictas; costos de producción bajos; frágil 
marco legal de protección a los trabajadores 
y a los recursos naturales; sencillos procesos 
de obtención de licencias de exploración y 
explotación minera; autorización por decre-
to para que personas o instituciones extran-
jeras puedan tener hasta un 100% de pro-
piedad de las concesiones; y la eliminación 
de las tarifas de importación para maquina-
ria minera.

A esto hay que sumar, la falta de políticas 
públicas que favorezcan el desarrollo soste-
nible e impidan flagelos como la pobreza en 
la que se encuentra la mayoría de la pobla-
ción, la corrupción a todo nivel, y la inope-
rancia de las instituciones del Estado.

En cambio, estas condiciones han sido 
bien aprovechadas por las empresas extran-
jeras, tal como lo demuestran las cifras: al 31 
de julio de 2003, el Ministerio de Energía y 
Minas había concedido ya 247 licencias de 

explotación y 255 licencias de exploración 
minera, así como 21 solicitudes de reconoci-
miento minero.

Cabe resaltar que la información que di-
funde el Ministerio sobre el potencial minero 
de Guatemala, no hace distinción entre mi-
nería de metales (principalmente, oro, pla-
ta, níquel, cobre, plomo y zinc) y minería de 
minerales como mármol, granito, grava, are-
na, caliza, entre otros.  Es importante seña-
lar, además, que un 95% de las concesiones 
de explotación de metales fueron otorgadas 
desde el año 2000 a febrero de 2004, ya que 
en este período había entrado en vigencia 
el Decreto 48-97 sobre la nueva Ley de Mi-
nería.

Las cinco principales empresas extranje-
ras que trabajan en la actualidad en Guate-
mala, bajo diferentes razones sociales, son: 
tres canadienses –la Goldcorp Inc.  (bajo las 
razones sociales de Entremares S.A. y Mon-
tana Exploradora de Guatemala S.A.); la Skye 
Resources (bajo la razón social de Compa-
ñía Guatemalteca de Níquel) y Nichromet 
(bajo la razón social de Nichromet Guate-
mala S.A.)–.  También opera en Guatemala 
la empresa australiana-británica BHP Billiton 
(la empresa minera más grande del mundo, 
bajo la razón social de Mayaníquel) y la es-

1 Según la Ley de Minería, las empresas están obligadas a 
pagar el 1% de las regalías (0.5 para el Estado y 0.5 para 
el Municipio), producto de la explotación minera.



26

tadounidense ITH Chemicals, LLC.  (bajo las 
razones sociales de Minera Quetzal S.A., Re-
presentaciones Químicas S.A., Químicos S.A. 
y Geominas S.A.).

Geográficamente, podemos encontrar la 
actividad minera en todo el país, pues hay 
licencias de exploración y explotación mine-
ra en 16 de los 22 Departamentos y en 106 
de los 333 Municipios existentes; aunque es 
importante mencionar que en la región del 
Oriente se concentra la mayor actividad mi-
nera.

El proyecto minero Marlin I

En el año 1996, la empresa Montana Ex-
ploradora de Guatemala S.A, subsidiaria de 
Goldcorp en Guatemala, inició su actividad 
de exploración minera en el municipio de 
San Miguel Ixtahuacán.  En junio de 2003, 
presentó ante el Ministerio de Ambiente y 
Recursos Naturales (MARN), el Estudio de 
Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) y 
Anexos, para solicitar, sólo un mes después 
al MEM, por veinticinco años, la licencia 
de explotación de las minas de oro y pla-
ta, asentadas en la región.  La extensión del 
área solicitada para la explotación tiene una 
superficie de 20 kilómetros cuadrados.  La 
concesión se encuentra ubicada en los mu-
nicipios de San Miguel Ixtahuacán y Sipaka-
pa, ambos partes del departamento de San 
Marcos.  En noviembre del mismo 2003, el 

MEM resolvió otorgar la licencia Marlin I a 
la empresa minera Montana Exploradora de 
Guatemala S.A., con la que se le autoriza-
ba iniciar la explotación de oro y plata en 
la región, durante los siguientes veinticinco 
años.

Mientras tanto, la empresa minera había 
iniciado, en ese mismo año, la construcción 
de la mina en San Miguel Ixtahuacán; en el 
último trimestre de 2005, ya comenzó a ex-
traer oro y plata mediante los sistemas de 
minería subterránea y minería a cielo abier-
to.  Incluso, con el propósito de procesar los 
minerales, ha tratado de extender sus ope-
raciones en el territorio del vecino municipio 
de Sipakapa.

Según la Evaluación de Impacto Ambien-
tal, realizada por la propia empresa Monta-
na, ésta utilizaría 250 mil litros de agua cada 
hora.  En contraste, una familia campesina 
utiliza, aproximadamente, 30 litros de agua 
al día.  Es decir, la cantidad de agua que una 
familia campesina utiliza en veintitrés años, 
la empresa minera la estaría gastando en 
sólo una hora, sin pagar ni un solo centavo.

La consulta comunitaria

¿Qué representa la consulta para el 
Pueblo Maya sipakapense?
La región del Altiplano Occidental de 

Guatemala se caracteriza por concentrar a 
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la mayor parte de la población indígena del 
país.  En esta región se mantiene viva y con-
solidada una cultura milenaria, dentro de la 
cual se hace evidente una fuerte organiza-
ción comunitaria en función del bien común 
de quienes habitan en ella.  En ese sentido, 
para el pueblo indígena, la palabra “consul-
ta” es un término que se han apropiado hace 
mucho y con el que se han identificado.  Y es 
que la consulta es una práctica que se man-
tiene vigente dentro de su estructura social 
hace mucho tiempo atrás.

Los Pueblos Indígenas tienen sus propias 
formas de organización política, las cua-
les han sido ignoradas por el sistema po-
lítico predominante en Guatemala, a pesar 
de que el mismo Estado las reconoce como 
formas legales de organización.  Esta larga 
experiencia en organización participativa es 
la razón por la que las comunidades defien-
den con certeza las consultas como meca-
nismos legítimos de toma de decisiones.  Es 
común oír decir a la gente de los municipios 
que en las elecciones de sus representantes y 
autoridades, participa más población que en 
las elecciones generales, es decir, en aquellas 
para presidente, vicepresidente, diputados 
y gobiernos municipales.  Está es una clara 
demostración de que las comunidades se 
sienten más identificadas con sus procesos 
internos de organización y con sus autori-
dades locales y tradicionales, con quienes 
comparten y a quienes conocen bien.  Esta 
cercanía permite a la población identificar 

quiénes son los más aptos para amar y de-
fender a la comunidad, y, sobre todo, iden-
tificar quiénes son los más comprometidos 
con la valoración de la riqueza científica y 
cultural de su pueblo.

Antecedentes de la Consulta  
de Buena Fe
A raíz de la aprobación de la licencia Mar-

lin I, en el año 2003, la Empresa Montana 
Exploradora de Guatemala S.A. empezó a 
enviar invitaciones a las diferentes organi-
zaciones y/o sectores del municipio de Si-
pakapa para que pudieran visitar y conocer2  
las instalaciones donde se iba a instalar el 
proyecto minero; en estas visitas, se dieron 
a conocer las supuestas ventajas que traería 
consigo la actividad minera.

Sin embargo, la población, cuando supo 
que se trataba de una empresa minera, por 
iniciativa de los líderes de la comunidad, em-
pezó a investigar sobre las ventajas y des-
ventajas de la minería.  Entonces, surgieron 
muchas dudas; por ejemplo: ¿cuáles serían 
los beneficios que la minería traería para el 
municipio? ¿Cuáles serían las consecuencias 
para las niñas y niños y las futuras generacio-
nes? ¿Cómo se afectaría al medio ambiente? 
¿Habría contaminación? Como consecuen-
cia de esa incertidumbre, se buscó ayuda y 

2 Las invitaciones fueron enviadas a grupos y/o sectores de 
forma separada y las visitas se hacían de igual forma.  
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asesoría en diferentes organizaciones, entre 
ellas, Ajchmol, la Diócesis de San Marcos3, 
CALAS4 y Madre Selva5.

Se realizaron diversas reuniones, tanto 
para buscar, como para socializar informa-
ción.  Las organizaciones antes mencionadas 
realizaron jornadas de sensibilización y ex-
plicación de lo que significa la actividad mi-
nera, y de las experiencias y consecuencias 
que se ha tenido en otros países.

Mientras tanto, la empresa continuaba di-
fundiendo información a favor de la minería.  
Así también, continuó programando visitas 
a sus oficinas para que la población conocie-
ra de qué forma se trabajaría, y “las ventajas” 
que la actividad minera traería al municipio.

Por su parte, las organizaciones progra-
maron visitas a otros países en donde ya ha-
bía minería.  Como parte de esas visitas, se 
organizó una al Valle de Siria en Honduras, 
para conocer los impactos que la mina San 
Martín estaba ocasionando.  En ellas parti-
ciparon los líderes, maestros y autoridades 
de la comunidad con el fin de que éstos 
pudieran conocer de primera mano la pro-
blemática que rodea a la actividad minera, 
sobre todo aquella que tiene que ver con la 
escasez de agua.

Posteriormente, se amplió la campaña de 
información a todas las comunidades.  La 
reacción de la población fue siempre pre-
guntar al Alcalde municipal cuáles serían las 
medidas que tomar en relación a la actividad 
minera.  Sin embargo, no hubo respuesta 
por parte de la autoridad municipal, debi-
do a la presión ejercida por las instituciones 
estatales que habían aprobado las licencias.  
La población, al no encontrar apoyo en sus 
autoridades, y estando debidamente infor-
mados e informadas, conscientes del daño 
que provocaría la minería, decidió hacer una 
manifestación en contra de los proyectos 
mineros que se estaban impulsando en el 
municipio de Sipakapa, sobre todo denun-
ciando que no se les había consultado sobre 
el otorgamiento de las licencias, conforme 
lo estipulado en el Convenio 169 de la OIT y 
en el Código Municipal.

La primera manifestación liderada por las 
comunidades, que se realizó en la cabecera 
municipal el 19 de febrero de 2004, y que 
congregó aproximadamente a mil personas, 
exigió a las autoridades municipales la reali-
zación de una consulta comunitaria.

La información y reflexión que se promo-
vía en las comunidades, sirvió para que la 
población tomara cada vez más consciencia 
de las consecuencias, no solamente ambien-
tales, sino también económicas, sociales y 
culturales que la actividad minera traería en 
su territorio.  Esta etapa se realizó visitando 

3 http://www.resistencia-mineria.org/espanol/
4 http://www.calas.org.gt/
5 http://www.madreselva.com.gt/
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comunidad por comunidad, llevando a cada 
una de ellas un televisor, una videograbado-
ra, una planta de generación eléctrica y un 
vídeo, traído del intercambio realizado con 
el Comité Ambiental del Valle de Siria, Hon-
duras.

Después de que se realizó la primera ma-
nifestación de las comunidades, la empresa 
inició la fase de construcción, en la que em-
pezaron a llegar trabajadores de otros paí-
ses y a ingresar maquinaria que se utilizaría 
para la explotación de los minerales.

Las cuadrillas de trabajadores de la em-
presa que llegaron al municipio eran extran-
jeras.  La llegada de estas personas provocó 
malestar y miedo entre la gente de la pobla-
ción, ya que los extranjeros se embriagaban, 
portaban armas, que disparaban a altas ho-
ras de la noche, etc.  Los extranjeros también 
irrespetaban a las mujeres y a la población 
en general; incluso, se supo que violaron a 
algunas mujeres, pero éstas nunca los de-
nunciaron debido a que fueron intimidadas.  
Por todo esto, se intensificó el rechazo a la 
actividad minera en la región; sin embargo, 
las autoridades no hicieron nada para evitar 
estas problemáticas, argumentando que la 
actividad había sido aprobada y respaldada 
por el gobierno central.

La actitud del gobierno municipal provo-
có que los dirigentes de las comunidades 
se reunieran para decidir lo que se haría en 
adelante.  Es así como a finales de 2004, se 

creó en el municipio una Coordinadora, in-
tegrada por representantes de las aldeas y 
los caseríos.  Su función consistiría en exigir 
una consulta de buena fe, y hacer los prepa-
rativos para acompañar el proceso.

A principios de 2005, el paso de un “cilin-
dro”, como parte de la maquinaria que fue 
transportada con destino a la mina Marlin 
I, provocó graves enfrentamientos entre los 
pobladores de la comunidad Sololá y miem-
bros del Ejército y la Policía Nacional Civil 
(PNC), en el lugar conocido como “Los En-
cuentros”.  El pueblo sipakapense no pudo 
unirse a la lucha de los hermanos de Sololá, 
debido a que el Ejército se apoderó del te-
rritorio de la aldea Cucá/La Cruz de la Lacha, 
en el municipio de Sipakapa.  Ahí se ubicaron 
17 camiones del Ejército y 4 patrullas de la 
Policía Nacional Civil, junto con, aproxima-
damente, unos 500 hombres fuertemente 
armados, recordándonos los tiempos de la 
guerra interna que sufrimos.

Durante el enfrentamiento en “Los En-
cuentros”, murió el manifestante indígena 
Raúl Castro Bocel, de 37 años, y hubo varios 
heridos de gravedad.  El gobierno y la em-
presa Montana no se hicieron responsables 
de lo acontecido.  La impunidad de los he-
chos continúa hasta el día de hoy.  A pesar 
de esta brutal represión, la Coordinadora 
persistió en su decisión de llevar a cabo la 
consulta.
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El día de la Consulta Comunitaria y 
sus resultados
Para poder conocer el pensamiento y la 

posición del pueblo sipakapense ante la ac-
tividad minera en su municipio, se convocó a 
la Consulta Comunitaria con la participación 
de las trece aldeas que conforman este te-
rritorio.  Para ello se organizaron Asambleas 
Comunitarias en cada una de ellas.  El tema 
central de la Consulta consistió en pregun-
tar al pueblo sipakapense si estaba o no de 
acuerdo en que se realizaran actividades de 
minería química de metales en su territorio.  
Aunque se otorgó a la autoridad comunitaria 
de cada una de las trece aldeas la libertad de 
establecer la forma en cómo formularían la 
consulta a los vecinos, se recomendaron tres 
mecanismos de consulta para que la pobla-
ción manifieste su conformidad o inconfor-
midad con la actividad minera.  El primero 
consistía en alzar las manos para manifestar 
su elección, en el salón comunitario, ante 
todos los vecinos de la comunidad; el se-
gundo, en usar papeletas para consignar un 
voto secreto; y, por último, el uso de pape-
lógrafos, en el que los vecinos podían firmar 
en un cuadro, indicando el “sí” o el “no”.

Los resultados obtenidos en las consul-
tas comunitarias demostraron el rechazo a 
la actividad minera en la región, pues de un 
total de 2.564 personas, 2.448 dijeron “no” a 
la minería; mientras que tan sólo 35 perso-
nas votaron “sí” a la minería; también se ma-

nifestaron 5 votos nulos, 1 voto en blanco, y 
35 personas decidieron no pronunciarse.

En relación al pronunciamiento según 
cada comunidad, se obtuvieron los siguien-
tes resultados: once de ellas manifestaron su 
inconformidad con la presencia de la acti-
vidad minera en su región, una comunidad 
dijo estar a favor de la minería, y otra se abs-
tuvo de votar.  En la votación de la consul-
ta en la Aldea La Estancia, el Diputado del 
Distrito Metropolitano por un partido de iz-
quierda, Alfredo de León, manifestó su apo-
yo a la misma.

Aprendizajes
Las primeras lecciones surgidas de la 

experiencia en Sipakapa provienen, princi-
palmente, de los aspectos jurídicos y de la 
acción ciudadana.  El Estado y, en especial, 
el órgano legislativo han fallado a la hora 
de regular las consultas, pues no ha habido 
un adecuado seguimiento luego de que en 
1996 se ratificó el Convenio 169 de la OIT 
por parte del Estado guatemalteco.  Esto ha 
ocurrido, en gran parte, debido a que el pro-
ceso de ajuste estructural, impulsado por el 
Fondo Monetario Internacional y el Banco 
Mundial, ha dejado un Estado institucional-
mente débil y corrupto, incapaz de controlar, 
mucho menos de exigir a las transnacionales 
que respeten las leyes nacionales e interna-
cionales, específicamente, el Derecho de los 
Pueblos Indígenas y Tribales.
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Por otro lado, los pueblos interesados 
tampoco se han apropiado de esta herra-
mienta jurídica, así como no lo han hecho las 
organizaciones de la sociedad civil, que no 
han podido intervenir jurídica y oportuna-
mente en aquellas decisiones que el Estado 
ha tomado, sin considerar el potencial daño 
que tienen este tipo de actividades para el 
bienestar de las y los ciudadanos.

Sin embargo, para los pobladores, esta 
experiencia ha sido muy positiva en otros 
aspectos.  Se nos ha querido acostumbrar a 
la idea de que todo se decide desde arriba, 
desde el gobierno central o desde el alcalde 
municipal; en cambio, ahora, la consulta co-
munitaria ayudó a fortalecer la democracia 
del pueblo sipakapense desde abajo.  Ac-
tualmente se puede afirmar que los proce-
sos organizativos han crecido.  Una demos-
tración de esto es cómo ahora, en todos los 
procesos o en el desarrollo de los proyectos, 
los vecinos siempre reclaman su participa-
ción en los espacios de decisión, especial-
mente en el COMUDE.  Independientemen-
te de lo que piense o diga el gobierno, o lo 
difícil que sea luchar contra una estructura 
económica fuerte, la gente sabe que ahora 
su derecho es manifestarse, ya sea en contra 
o a favor de algún proyecto, impidiendo a 
los funcionarios públicos manipular las le-
yes, y obligándolos a respetar los derechos 
de la ciudadanía a decidir sobre su futuro.

También a nivel municipal, se ha aprendi-
do a valorar y exigir los Derechos Humanos 
y Políticos en la toma de decisiones de los 
pueblos guatemaltecos.  En este ejercicio 
participativo, masivo y democrático se de-
mostró que cuando la población está bien 
informada sobre lo que significa la armonía 
de las personas con la naturaleza misma, 
las decisiones son contundentes, tal como 
lo demuestran los resultados obtenidos en 
Sipakapa.  Otro ejemplo de empoderamien-
to está en que, fruto del proceso recorrido, 
se llegó a acceder al poder local durante las 
elecciones municipales de septiembre de 
2007, cuando se eligió a un Alcalde Munici-
pal consciente de la problemática y compro-
metido en la búsqueda de alternativas de 
desarrollo sustentable para su pueblo; esto 
se realizó a través de una expresión sociopo-
lítica local: el Comité Cívico Sipakapense.

Además, es necesario decir que la consul-
ta sobre el tema de minería fue legal, legíti-
ma y vinculante.  Legal, porque fue realiza-
da tomando en cuenta el marco jurídico del 
Estado de Guatemala y los tratados interna-
cionales que éste ratificó; legítima, porque 
la participación comunitaria fue significativa 
y numerosa, ejerciendo su voluntad sin nin-
guna presión; y vinculante, porque todos los 
Municipios gozan de autonomía, y una de 
las formas de ejercer esa autonomía es a tra-
vés de procesos de participación ciudadana 
como lo es la Consulta Comunitaria.
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Como otro aspecto positivo, es importan-
te resaltar que las comunidades, después de 
un análisis de las condiciones productivas del 
municipio, han logrado articular un Proyec-
to de Desarrollo Alternativo para Sipakapa, 
que crea una subdivisión de microregiones 
en el municipio y establece potencialidades 
de acuerdo a sus microclimas, con sus com-
ponentes bien definidos.

El proceso de la Consulta Comunitaria en 
Sipakapa, como cualquier otro, ha pasado 
por varias etapas; desde luego, éstas han es-
tado marcadas por factores como el miedo, 
sobre todo, en un país donde la represión 
ha sido la forma utilizada para aplastar cual-
quier movimiento reivindicativo.  La incerti-
dumbre también ha prevalecido en el ánimo 
de la población, sobre todo frente a un Esta-
do que históricamente ha negado los dere-
chos individuales y colectivos de los pueblos 
indígenas.  Pero, en definitiva, el factor clave 
ha sido la toma de consciencia de la pobla-
ción, pues no creemos posible que se pueda 
construir un país democrático si el Estado si-
gue invisibilizando a los pueblos indígenas.

La comprensión, análisis y discusión en 
las comunidades sobre la problemática y 
sus responsables han ayudado a consolidar 
la organización comunitaria, como mecanis-
mo de defensa.  En este proceso, los acto-
res claves han sido las mujeres y hombres 
del pueblo Maya-sipakapense; desde luego 
que los y las líderes han asumido este reto 

histórico, y han sido ejemplo de lucha para 
muchos otros pueblos.

Como Comisión Pastoral Paz y Ecología 
(COPAE), una de nuestras estrategias de ac-
ción ha sido la de fortalecer las instituciones 
y liderazgos locales, con el objetivo de que 
éstos asuman su calidad de sujetos activos 
en las luchas que ellos y ellas han emprendi-
do.  Por otro lado, hemos ido avanzando en 
la consecución de alianzas estratégicas de 
largo aliento.  Uno de los elementos clave 
para lograrlo ha sido la confianza que he-
mos alcanzado entre las organizaciones, re-
legando poco a poco el protagonismo insti-
tucional en la toma de decisiones.

Luego de haber realizado la Consulta Co-
munitaria, los y las líderes sipakapenses lle-
garon a la conclusión de que era necesario 
pasar de la resistencia al poder local, conso-
lidando los niveles organizativos comunita-
rios y municipales, y promoviendo espacios 
de reflexión y discusión.

Por otro lado, entre las limitaciones que 
se pudieron encontrar, se debe mencionar 
las carencias técnicas, estratégicas y finan-
cieras de las diferentes organizaciones, que 
impidieron muchas veces brindar el apoyo 
que las circunstancias requerían.  Así tam-
bién, la poca cultura de colaboración inte-
rinstitucional en la región, se convirtió en 
un obstáculo difícil de superar.  Además, no 
realizar ejercicios de sistematización perió-
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dicos impidió distinguir las debilidades y las 
fortalezas a tiempo.

Sin embargo, poco a poco estas limitacio-
nes se han ido superando gracias a la cons-
tancia y al trabajo conjunto de las organiza-
ciones que acompañaron los procesos.

Para concluir, podemos afirmar que las 
comunidades han avanzado y madurado 
mucho más que las estructuras y pensa-
mientos arcaicos que persisten en el Estado 
guatemalteco, el cual insiste en promover el 
racismo y la discriminación como prácticas 
cotidianas.  Entre el pueblo sipakapense, la 
concepción de una vida más integral es un 
puntal en la lucha por ser reconocidos y res-
petados.

Por esta razón, el gran desafío está en 
cómo, a través de estos procesos partici-
pativos, contribuimos a transformar las es-

tructuras de este Estado excluyente, que se 
resiste a morir, en unas incluyentes y multi-
culturales.

Además, en estos tiempos, es importan-
te no ahogarse en el activismo ni responder 
únicamente a las coyunturas, o lo que es 
peor a las modas.  Es necesario pensar en la 
sostenibilidad de los procesos sociales que 
se han iniciado, para ir más allá del compro-
miso y opción asumidos, y para hacer las 
transformaciones estructurales necesarias 
que la sociedad guatemalteca requiere con 
urgencia.  En este sentido, es fundamental 
también asumir responsablemente el papel 
del liderazgo local, como estrategia de lu-
cha, de tal forma que no se olviden que otro 
mundo no solo es sólo posible, sino nece-
sario.


	VAMOS
	03. La consulta comunitaria. Estrategia de lucha... COPAE, Diócesis de San Marcos



